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SRA. MINISTRA DE SANIDAD Y POLÍTICA SOCIAL

Dña. TRINIDAD JIMÉNEZ GARCÍA-HERRERA
Nos dirigimos  a usted y, por extensión, a todo el gobierno dirigido por el presidente José Luís Rodríguez Zapatero, para hacerles llegar en el Día Internacional de la Seguridad y Salud en el Trabajo nuestras inquietudes y nuestras reivindicaciones en un ámbito tan importante como es la salud de los trabajadores y trabajadoras.

El 28 de abril es un día para recordar a las víctimas de los accidentes laborales y de las enfermedades derivadas del trabajo, pero también es una jornada de denuncia de las situaciones que consideramos  injustas y de lucha y reivindicación en defensa del cumplimiento de las leyes y las normas en materia preventiva.

Este año, la Confederación Sindical de Comisiones Obreras y CCOO de Madrid queremos trasladar de forma expresa y rotunda la necesidad de que desde el Ministerio de Sanidad y Política Social se tenga una mayor implicación en las políticas de salud laboral.
Desde muy antiguo es conocida la relación entre el trabajo y la salud, constituyéndose éste en un importante determinante de la salud y en demasiadas ocasiones en un factor que genera desigualdades en salud.

Así, y según el informe Closing the gap in a generation: Health equity through action on the social determinants of health, elaborado por la Comisión sobre Determinantes Sociales de la Salud de la Organización Mundial de la Salud en 2005, “las diferencias en el estado de salud y la esperanza de vida que existen entre los ciudadanos de diferentes países, e incluso de un mismo país, son consecuencia del entorno social en el que nacen, viven, crecen, trabajan y envejecen”.

El trabajo no es nunca neutro frente a la salud; puede ser nocivo o puede ser un promotor privilegiado de la misma. Tiene, de hecho, un potencial positivo sobre el bienestar del individuo, que se debe traducir en mejoras en la salud, no solo por la retribución económica que comporta sino también por su conceptualización como hecho social que contribuye a la realización de las personas y al progreso de la comunidad. La realización de un trabajo puede permitir estructurar el tiempo, establecer relaciones con otros individuos, desarrollar una actividad creativa, adquirir una identidad social o garantizar una seguridad personal y familiar duradera.

Pero además, la actividad laboral conlleva la exposición durante una parte sustancial de la vida a factores de riesgo muy diversos, con efectos inmediatos y diferidos sobre la salud y el bienestar del trabajador. Los accidentes de trabajo, los problemas osteomusculares, las alergias, el envejecimiento precoz o el cáncer son ejemplos de alteraciones cuyas causas se pueden encontrar en las condiciones de trabajo.

Sin embargo el trabajo como factor determinante de la salud de las personas no ha estado presente en las políticas de salud pública de nuestro país, siendo ésta una situación que no se corresponde con un modelo de sociedad adecuado a los momentos actuales.
Consideramos que es necesario concretar políticas de salud en el trabajo donde estén presentes todos los actores y donde especialmente el Ministerio de Sanidad y Política Social ocupe un lugar preferente en su definición y desarrollo.

El trabajo y las condiciones en que se realiza genera importantes daños a la salud, unos muy visibles como los accidentes de trabajo: más de un millón setecientos mil trabajadores se lesionan al año en España y más de 1.000 trabajadores mueren; y otros casi invisibles, como las enfermedades profesionales y las enfermedades relacionadas con el trabajo.

Frente a las 18.700 enfermedades profesionales declaradas en nuestro país, existen estudios científicos que estiman el número real en aproximadamente 88.000 casos nuevos anuales, adquiriendo día a día un mayor protagonismo las enfermedades derivadas de los riesgos psicosociales. Con relación a la mortalidad el abismo existente es aún mayor; mientras que los datos oficiales no registran ninguna muerte por enfermedad profesional, las estimaciones cifran en 16.000 el número de fallecidos como consecuencia de enfermedades debidas a exposiciones ocurridas en sus lugares de trabajo. El mayor número de muertes de origen laboral se debe a tumores malignos, seguido por enfermedades cardiovasculares.
La diferencia entre la patología reconocida y los casos reales son tratados como contingencias comunes, lo que supone una sobrecarga asistencial muy importante para los Servicios Públicos de Salud y origina un coste muy elevado que alcanza casi el 14 por ciento del coste total del Servicio Público Sanitario, el cual debería ser asumido por las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social.
Estas cifras no solo reflejan una subdeclaración muy grave sino que, sobre todo, evidencian la incapacidad de nuestro modelo preventivo en lo que respecta al cuidado de la salud de los trabajadores y de la protección social hacia aquellos que la pierden.

El artículo 116 de la Ley General de la Seguridad Social define la Enfermedad Profesional como “la contraída a consecuencia del trabajo ejecutado por cuenta ajena y/o propia en las actividades que se especifiquen en el cuadro que se apruebe por las disposiciones de aplicación y desarrollo de esta ley, y que esté provocada por la acción de los elementos o sustancias que en dicho cuadro se indiquen para cada enfermedad profesional”; deduciéndose fácilmente que las estadísticas sobre enfermedades profesionales no constituyen un sistema de información sino solo un registro de aquellos daños que han sido compensados como enfermedad profesional por la Seguridad Social.

En este sentido, y puesto que el sistema de seguridad social en el que se basa actualmente nuestro modelo de gestión de las enfermedades profesionales se ha mostrado incapaz de afrontar satisfactoriamente este problema, ya que aborda únicamente la protección tras el daño, y conociendo que las prestaciones por enfermedad profesional concedidas superan las declaradas oficialmente (lo que hace sospechar que estas prestaciones reconocidas son fruto de la reclamación y judicialización de los procesos por los trabajadores), deberíamos reflexionar en cómo conjugar el modelo preventivo y el compensador, entendiendo claramente que las enfermedades profesionales son un problema de salud pública que afecta seriamente a la calidad de vida de muchos  ciudadanos.

Además de los derechos individuales de seguridad social y salud de los trabajadores y trabajadoras que las padecen, el reconocimiento de las enfermedades profesionales tiene una vertiente colectiva muy importante que tiene que ver con la mejora de las condiciones de trabajo y con la prevención, ya que el reconocimiento de los daños permite poner en evidencia la existencia de riesgos para la salud y su posterior prevención. Sabemos que todo aquello que no se detecta y que no es visible, no se modifica.

Es necesario conocer y reconocer la realidad de las enfermedades profesionales para establecer estrategias y políticas preventivas adecuadas.
Para saber en qué punto nos encontramos es obligado hacer una visión de pasado: las enfermedades profesionales han ido creciendo en incidencia desde el año 1990 hasta el 2004, siendo en los años 2006, 2007 y 2008 cuando se han producido descensos muy significativos. En el año 2005 se declararon 30.030 casos de enfermedades profesional, mientras que en el año 2008 se han declarado solo 18.700; se ha producido por tanto una disminución de prácticamente el 40 por ciento de los casos, 11.330 casos menos declarados, mientras que durante este mismo periodo el número de trabajadores en activo se ha incrementado.
Queremos denunciar que estos descensos no son el resultado de mejoras en el sistema preventivo, en las condiciones de trabajo o en la salud de los trabajadores, sino que únicamente reflejan un mayor encubrimiento de los daños que en relación al trabajo sufren los trabajadores. Tras estos descensos se encuentran las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social; la orden TAS/4054/2005 de 27 de diciembre introdujo un cambio normativo en la forma de pago de las Incapacidades Permanentes derivadas de enfermedades profesionales, de tal forma que desde el 1 de enero de 2006 las mutuas pasaron a cubrir los costes a futuro por incapacidad, muerte y supervivencia de las enfermedades profesionales (antes sólo asumían el coste por la incapacidad temporal y el resto lo asumía el INSS). En 2007 y 2008, tras la aprobación del Real Decreto 1299/2006, son las mutuas además las responsables directas de la declaración de las enfermedades profesionales.

A pesar del esfuerzo realizado para pactar este Real Decreto, así como de su espíritu renovador, los resultados no han sido los esperados. Tras dos años de vigencia el Real Decreto 1299/2006 de 10 de noviembre, que cambió el cuadro de enfermedades profesionales así como los procedimientos para su notificación y registro, se ha mostrado totalmente ineficaz; no solo no se ha conseguido el objetivo marcado en este Real Decreto de hacer aflorar enfermedades profesionales ocultas, sino que se ha profundizado aún más en su subdeclaración, impidiéndose en la práctica la elaboración de las estrategias preventivas necesarias que permitan la eliminación de los riesgos y la reducción de los daños a la salud.
Por todo lo expuesto consideramos necesario que desde el Ministerio que usted dirige se refuercen las líneas de actuación que puedan cambiar las realidades descritas, siendo fundamental:

· Reforzar el papel de la salud pública en el mundo laboral, y que este proceso sea liderado por el Ministerio de Sanidad y Política Social.
· Desarrollar políticas sanitarias que integren el trabajo como factor determinante de la salud; es incoherente definir unas políticas de salud en la población trabajadora sin reconocer el lugar central que ocupa el trabajo, tanto en la construcción de la salud como en su destrucción.
· Poner en marcha sistemas de información y vigilancia en salud laboral que incorporen e integren la información sanitaria y laboral y que nos permitan detectar y conocer la verdadera magnitud de los daños a la salud derivados del trabajo.
· Mayor implicación del sistema sanitario en la declaración de las enfermedades profesionales. Para poder avanzar se hace necesario que las enfermedades profesionales se reconozcan como un problema de salud pública, y que por tanto el trabajo como determinante de la salud pase a ser incorporado a la definición de las políticas sanitarias del país, implicando plenamente al Sistema Nacional de Salud.

Para poder desarrollar de forma adecuada estas propuestas es necesario que las Administraciones Sanitarias de los diferentes ámbitos, tanto estatal como autonómicos, sean dotadas de los recursos materiales y humanos suficientes.

La salud laboral debe ser una prioridad de las políticas de salud pública. Además y en el momento actual de crisis económica, donde las condiciones de trabajo ceden paso ante las necesidades de empleo de la población, se hace imprescindible que sean las Administraciones quienes con mayor fuerza lideren este camino, asumiendo políticas de gobierno que junto con los agentes sociales permitan mejorar las condiciones de vida y salud de los trabajadores y trabajadoras de nuestro país.
Otra situación que urge modificar es el control y seguimiento de la situación de baja médica que da origen al reconocimiento del derecho a la prestación económica de IT derivada de Contingencia Comunes, que puede estar encomendada por voluntad unidireccional de los empresarios a las mutuas que previamente le dan la cobertura por contingencia profesional. Carentes de medios, las mutuas han tendido a externalizar esta gestión, que se puede llegar a ver como una privatización indirecta del ejercicio de potestades públicas. CCOO reivindica sin paliativos el retorno de la gestión de IT por Contingencia Común al sistema público de salud para la atención sanitaria y al INSS, como entidad gestora y supervisora. Sacando fuera totalmente de estas competencias a las mutuas, entidades privadas, que han demostrado conflictividad e ineficacia en esta gestión, que se les encomendó en 1996.

Queremos finalizar en esta conmemoración del 28 de abril instándole a que la defensa de la salud y la vida de los trabajadores y las trabajadoras sea una línea de trabajo destacada en su gestión al frente del Ministerio de Sanidad y Política Social. En este empeño contará siempre con nuestro apoyo y la colaboración decidida de nuestra organización.

Madrid, 28 de abril de 2009

	Fdo. Ignacio Fernández Toxo
Secretario General CS CCOO
	Fdo. Fco. Javier López Martín
Secretario General CCOO-Madrid
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